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Prólogo 



El Diccionario de la Real Academia Española considera, en su primera acepción, que el «prólogo» es un discurso antepuesto al cuerpo de una obra en un libro de cualquier clase, para dar noticia al lector del fin de la misma obra o para hacerle alguna otra advertencia.

La obra que contiene el Libro al que pertenece este prólogo analiza, desde un punto de vista jurídico, distintos problemas, todos ellos frecuentes y reales, que se plantean en la actuación diaria de las Administraciones Locales españolas. El objeto del Libro obliga a que «el discurso» de su prólogo se oriente a hacer referencia sobre la situación actual en la que se encuentran los distintos entes que forman la Administración Local española.

El Libro, por el tratamiento jurídico que hace de los temas que analiza, va dirigido al personal que presta sus servicios en la Administración Local y también a los cargos electivos que ejercen su función representativa y política en esas Administraciones. El lector destinatario del Libro también obliga a que «el discurso» que contiene su prólogo deba hacer referencia a las distintas cuestiones que se abordan y a la forma de analizarlas y de resolverlas cumpliendo así el prólogo una función de presentación del propio Libro.

La situación en la que se encuentran las Administraciones Locales hay que obtenerla del resultado que han producido las reformas legislativas iniciadas en la mitad de los años ochenta en lo que se llamó «la década de la Administración Local», momento en el que se pensaba que el Estado de las Autonomías estaba encauzado y casi desarrollado. A la vista de lo que ha acontecido después y de lo que está ocurriendo en estos días, nada más lejos de la realidad.

En desarrollo de lo previsto en los arts. 140, 141 y 142 de la Constitución Española de 1978 se acometió la tarea de regular el segundo nivel en el que se estructura territorialmente el Estado aprobando la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, la Ley 7/1985, de 2 de abril. La gran aportación de esta Ley al sistema jurídico local español se concreta, en esencia, en la configuración de la autonomía local articulándola en torno al concepto de «garantía institucional» incorporado por la doctrina científica española del ordenamiento jurídico alemán y positivizado en la Ley citada. Con apoyo en la teoría de «la garantía institucional», la autonomía de los entes locales territoriales, que son los que la tienen garantizada constitucionalmente, se proyectaba, y aún se proyecta, sobre tres ámbitos esenciales.

En el aspecto organizativo, contemplado desde el ámbito interno de cada Administración Local, la autonomía regulada por la Ley 7/1985 permite que cada ente local tenga una capacidad de autoorganización que se articulaba, en esencia, a través de una norma jurídica propia de cada ente local, el Reglamento Orgánico, limitada, únicamente, por la estructura básica y esencial, por ser común para todo el territorio del Estado, contenida en la legislación de este carácter. Pronto el Tribunal Constitucional se encargó de recordarnos que el Reglamento Orgánico no dejaba de ser una norma jurídica de segundo orden, o si se quiere reglamentaria, que debía de ocupar la posición de jerarquía que le corresponde dentro del sistema de fuentes del ordenamiento jurídico español y, por lo tanto y en base a ello, quedaba subordinado a las normas con rango formal de Ley, aunque éstas provinieran de las Comunidades Autónomas y aunque el Reglamento Orgánico fuera la manifestación jurídica de un principio de organización política reconocido a nivel constitucional, que no era otro que el de autonomía previsto en el art. 137 de la Constitución. Me estoy refiriendo, como resulta evidente, a la sentencia del Tribunal Constitucional 214/1989, de 21 de diciembre, cuyos efectos se trataron de encajar mediante las distintas reformas producidas en los arts. 20 y 32 de la Ley 7/1985 llevadas a cabo, en primer lugar, por la Ley 11/1999, de 21 de abril, y, posteriormente, por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre.

En este aspecto organizativo interno, visto desde el punto de vista de la efectividad del principio democrático que rige la organización y funcionamiento de los entes locales, no puede dejar de mencionarse la reforma de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General llevada a cabo por la Ley Orgánica 8/1999, de 21 de abril, dando una nueva regulación a la moción de censura e introduciendo, como instrumento de control político constructivo, la cuestión de confianza.

El aspecto organizativo sobre el que incide la autonomía local desarrollada por la Ley 7/1985 también tiene una proyección exterior que afecta, principalmente, a las relaciones de las Administraciones Locales con las demás Administraciones Públicas, concretamente con la del Estado y con la de la Comunidad Autónoma. En este aspecto externo del principio de autonomía se materializó en la Ley 7/1985 mediante la eliminación de los controles de oportunidad o políticos, articulados sobre el principio de tutela que incorporaba un control no jurídico o de legalidad y sí de oportunidad, colocando en su lugar unos controles de legalidad articulados por la vía del recurso/requerimiento administrativo y de los recursos jurisdiccionales. Este apartado se completó posteriormente con la posibilidad, ciertamente importante, de que los entes locales territoriales pudieran acudir al Tribunal Constitucional en defensa de su autonomía local cuando entendieran que una norma con rango de Ley producía una lesión efectiva de la misma. Esta posibilidad se materializó mediante la reforma de la Ley Orgánica del Tribual Constitucional realizada por la Ley, también Orgánica, 7/1999, de 21 de abril, que formaba parte de un paquete de medidas resultantes de un acuerdo político a nivel estatal articulado en torno al llamado «Pacto Local». Este Pacto se puso en marcha a nivel estatal en la segunda mitad de los años 90 aunque sus resultados no fueron los esperados dado que en el ámbito territorial de cada Comunidad Autónoma, que es donde había que concretar los aspectos materiales que implicaba el Pacto, tanto desde el punto de vista competencial como desde el punto de vista de dotación de recursos económicos, no hubo, al menos eso me parece a mí, una voluntad política clara de obtener gran parte de los resultados que el Pacto incorporaba. No puede negarse que el aspecto organizativo de los entes locales proyectado sobre las relaciones interadministrativas ha supuesto un avance muy importante para consolidar el nivel administrativo local en el Estado de las Autonomías aunque ello no ha evitado que antiguos controles de oportunidad pervivan disfrazados de técnicas aparentemente compatibles con el principio de autonomía local pero que su aplicación evidencia una cierta posición de superioridad de la Administración Estatal y de la Administración Autonómica sobre la Administración Local. A nadie se le escapa que el establecimiento de procedimientos administrativos bifásicos es una técnica compatible con el principio de autonomía aunque no puede negarse que, en bastantes ocasiones, su aplicación práctica esconde un autentico control sobre la Administración Local. Lo mismo ocurre con la aplicación de determinadas técnicas de cooperación administrativa proyectadas sobre aspectos que debieran articularse bajo la idea de la cooperación interadministrativa. Todo ello sin olvidar la financiación de determinadas actuaciones locales por medio de las subvenciones de carácter finalista reguladas con un detalle excesivo que impiden que se produzca la materialización de una decisión local autónoma. En este apartado referido a los controles encubiertos o difusos no se puede dejar de mencionar el poder real que han adquirido los partidos políticos dentro de las estructuras administrativas que posibilita unos controles de oportunidad política en aspectos estrictamente jurídicos que desdibujan, en cierta manera, el principio de autonomía local. La realidad práctica de estos controles evidencia que, en algunas ocasiones, existe una confusión de la institución, que es la Administración Local encargada de satisfacer las necesidades del ciudadano que ha elegido a sus gobernantes por un sistema democrático, con el partido político y éste, a su vez, se confunde con la persona de su líder, local, provincial, autonómico o estatal, que tiene una incidencia directa en las decisiones que se adoptan sin asumir una función representativa dentro de la Corporación Local y cuyos mandatos, articulados por la línea de mando del partido, nadie cuestiona ni discute sabiendo todo el mundo que la única opción posible es cumplirlos para ofrecer ese cumplimiento como resultado que, a su vez, generará un mérito hacia la superioridad para el que lo ofrece.

El principio de autonomía local articulado en la Ley 7/1985, de 2 de abril, también se manifiesta desde un aspecto material referido al nivel competencial que debían asumir los entes locales. En este aspecto existía una confianza, apoyada en la lealtad institucional que deriva del principio constitucional de unidad, en que las Leyes que regularan las distintas materias o sectores de la actividad iban a atribuir y concretar competencias a los entes locales acordes con su «interés» y con la posición que ocupan en sus relaciones con el ciudadano. Esta es la idea que se desprende, para los municipios, del contenido del art. 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y que se trató de potenciar en la década de los años 90 mediante la articulación de lo que se llamó «La Administración Única», que posibilitaba, en esencia, que determinadas competencias, al menos las de carácter ejecutivo, se residenciaran en aquella Administración más próxima al ciudadano que no podía ser otra que la local en sus distintas manifestaciones. Desde luego «La Administración Única» no produjo los resultados que se esperaban al igual que tampoco los ha producido la aplicación del contenido del art. 25 anteriormente citado. La realidad ha puesto de manifiesto, sobre todo en ámbitos materiales sometidos a regulación autonómica, una cicatería en la atribución de competencias a los entes locales acorde con el interés prevalente local existente en la materia que solamente puede justificarse desde una concepción estrecha y limitada de las Administraciones Locales Españolas y de la posición que éstas deben tener dentro de la estructura territorial del Estado que, desde luego, no puede consistir en sustituir un centralismo estatal por otro autonómico. En otras ocasiones la atribución de competencias a los entes locales en una materia concreta se hace, formalmente, de una manera correcta y respetuosa con el principio de autonomía aunque su eficacia queda pendiente de un desarrollo posterior o de la asignación de recursos económicos suficientes para realizar las actividades en las que se concretan esas competencias, que no se produce nunca o que tarda mucho tiempo en hacerse. Estas situaciones producen otro fenómeno, no infrecuente, y que se concreta en la prestación de servicios a los ciudadanos por un ente local que son competencia de otra Administración Pública, normalmente la autonómica, sin recibir los recursos económicos para asumir el coste de esos servicios. Al día de hoy no se puede afirmar que la posibilidad de plantear un recurso ante el Tribunal Constitucional en defensa de la Autonomía Local frente aquellas normas con rango de Ley que no atribuyan a los entes locales las competencias sobre la materia que se regula en función del interés local haya producido unos resultados positivos a fin de conseguir que el desarrollo del art. 25 de la Ley 7/1985 se produzca de acuerdo con la idea de lealtad institucional en la que estaba inspirado. Quizás sea necesario pensar en articular un sistema de competencias locales distinto del previsto en el artículo citado y orientado a que el principio de autonomía, desde este aspecto competencial, quede mejor garantizado de lo que se encuentra en la actualidad.

Una segunda proyección del principio de autonomía local desde el punto de vista material afecta a la suficiencia de recursos económicos o a la disponibilidad de medios suficientes referenciada en el art. 142 de la Constitución Española de 1978. Este ámbito de la autonomía local no se contempló directamente en la Ley 7/1985 utilizando para ello una Ley propia, la identificada con el n.º 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, hoy, después de diversas reformas, el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que complementaba a la Ley 7/1985 siendo, de alguna manera, su prolongación en el ámbito financiero. No puede negarse que la Ley Reguladora de las Haciendas Locales supuso una modernización y un avance importante, en cuanto a la suficiencia de recursos, en el sistema financiero de las Entidades Locales. Ello no impide admitir que el trascurso del tiempo ha evidenciado las debilidades del propio sistema que se creó. Esas debilidades tienen su origen en dos circunstancias. Por una parte, hay que señalar las dificultades que plantea la gestión de determinados impuestos, importantes desde el punto de vista cuantitativo por los recursos que generan. La gestión compartida del IBI y del IAE produce una problemática que resta eficacia a la recaudación de estos impuestos. Por otra parte, hay que tener en cuenta que muchos de los servicios que prestan las entidades locales, por su carácter social o básico, no pueden financiarse totalmente con las tasas que aportan sus usuarios siendo, desde el punto de vista financiero, deficitarios. Lo apuntando obliga a plantearse un sistema de financiación de las entidades locales en el que las transferencias no condicionadas procedentes de la Administración del Estado y de la de las Comunidades Autónomas tengan un peso específico. El balance final de la aplicación de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales no ha sido el esperado al no haberse conseguido un sistema de financiación de las Corporaciones Locales estable y definitivo y, sobre todo, que garantice la suficiencia financiera a la que se refiere el art. 142 de la Constitución Española de 1978 y que, en definitiva, permita a los entes locales desarrollar sus funciones acordes con la posición constitucional que les corresponde. La no consecución de este objetivo por la Ley destinada a lograrlo ha producido lo que pudiera denominarse una «manipulación» de la financiación local consistente en la utilización de sistemas alternativos a los establecidos legalmente apoyados en técnicas que no tenían esa finalidad produciéndose una disfunción importante. Basta citar lo ocurrido con las competencias urbanísticas locales que, en algunos casos, su ejercicio ha perseguido una finalidad económica olvidando el aspecto principal de la ordenación urbanística.

Para finalizar la referencia que se está haciendo a la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local hay que señalar que desde el punto de vista estructural la misma no abordó la problemática que planteaba el régimen local español en cuanto al número de municipios y en cuanto a las diferencias existentes entre ellos, sobre todo en lo que se refiere al elemento población. La Ley de Bases tampoco abordó la posición de Provincia como Administración Local, y de la Diputación como órgano de gobierno común de la misma, dentro del modelo territorial surgido del Estado Autonómico.

El régimen jurídico aplicable a los municipios que se establece en la Ley 7/1985 se puede calificar de uniforme en cuanto que no existen grandes diferencias entre aquellos que tienen una población numerosa y aquellos de origen rural o también llamados «pequeños municipios». El régimen jurídico específico aplicable a los llamados «municipios de gran población» se abordó mediante la reforma de la Ley 7/1985 llevada a cabo por la Ley 57/2003, de 17 de diciembre, y ello sin perjuicio de la aprobación de Leyes especiales para Madrid y Barcelona. No se aprecia que este régimen especial haya entusiasmado a los llamados «municipios de gran población» ni tampoco que aquellos a los que se aplica estén cómodos con el modelo organizativo creado.

La problemática que plantea el pequeño municipio se consideró que debía de ser abordada y resuelta a nivel autonómico en cuanto que la Ley de Bases del Régimen Local remite, en esencia, a la legislación autonómica no solo el establecimiento de regímenes organizativos especiales para este tipo de municipios sino también la aprobación, en algunos casos, y aplicación, en todos, de la legislación sobre alteración de términos municipales. Esta remisión ha producido pocos resultados en cuanto que no existe constancia de que alguna Comunidad Autónoma haya abordado seriamente el problema que plantea la llamada «Planta Municipal». En descargo de la posición adoptada por las Comunidades Autónomas hay que decir que esta cuestión debe de abordarse, por las implicaciones sociales, históricas y políticas que tiene, a nivel estatal llegando a un Pacto de Estado que posibilite la aprobación de una Ley que luego sea ejecutada por cada Comunidad Autónoma.

En lo que se refiere a las Diputaciones Provinciales la Ley de Bases apuntó la posibilidad de que la Provincia siguiera siendo, dentro del régimen común, administración local y, a la vez, desempeñara un papel autonómico asumiendo la Administración indirecta de la Comunidad Autónoma. Esta idea no ha funcionado ni existe ninguna previsión de que ocurra en el futuro. Basta observar la previsión que al respecto existe en el nuevo Estatuto de Autonomía de Cataluña y el desarrollo que del mismo ha hecho esta Comunidad Autónoma para comprobar que la Provincia no está destinada a asumir esa doble función. En la actualidad la Provincia como Administración Local se encuentra desencajada no solo porque tiene un sistema de financiación absolutamente débil sino porque su nivel competencial está sin concretar y definir. Si se quiere que la Provincia sea la Administración Local de apoyo al pequeño municipio habrá que decirlo claramente estructurando sus competencias y su financiación en este sentido y, sobre todo, valorando si esa función se corresponde con la estructura política que resulta de la aplicación del Régimen Electoral General en lo que se refiere a la elección de los Diputados Provinciales. En este contexto también habrá que valorar si el mantenimiento de la Provincia con esa función es compatible con la creación de otras agrupaciones y asociaciones de municipios tendentes a la prestación de servicios concretos (Mancomunidades, comarcas...etc). Si no se consigue encontrar el papel que debe desempeñar la Provincia como Administración Local habrá que actuar en consecuencia teniendo en cuenta que carece de sentido mantener una Administración carente de sitio en la estructura del régimen local español apoyándose únicamente para ello en el dato histórico y en el poder político que da el gobierno de la Diputación para los partidos políticos que obtienen representación en la misma.

Del contenido de este «discurso», en lo que se refiere a la primera parte del mismo, se pueden establecer dos conclusiones. La primera de ellas se concreta en que los 25 años del régimen local surgido de la aplicación de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local no pueden considerarse un fracaso aunque tampoco evidencian que el modelo implantado sea el definitivo. Hay que hacer ajustes importantes que permitan la consolidación definitiva de las Administraciones Locales dentro del modelo autonómico. La segunda conclusión tiene relación con la primera de ellas en cuanto que va orientada a definir y concretar aquellas cuestiones que deben abordarse para consolidar el modelo. Estas cuestiones, en esencia, serían las siguientes:


	
1.ª Definición más clara y segura del nivel competencial de las entidades locales teniendo en cuenta la proyección que éstas deben tener en la prestación de servicios básicos y de contenido económico. Basta mencionar, en este aspecto, la trascendencia que va a tener en el ámbito local la aplicación de la Directiva de Servicios en el Mercado Interior, traspuesta al ordenamiento jurídico español a finales del pasado año. 

	
2.ª Definición de un sistema de financiación ágil y suficiente articulando un sistema de transferencias no condicionadas procedentes de las demás Administraciones Públicas hacia la Administración Local. 

	
3.ª Debe abordarse el tema de la llamada «Planta Municipal» buscando solución a la problemática que plantea el «pequeño municipio» y al hilo de ello buscar la posición definitiva que debe ocupar la Provincia como Administración Local y ser consecuente con ella. 



La segunda parte de este «discurso» tiene, como ya se ha dicho al principio, cómo destinarlo al lector y usuario de este Libro que tratará de buscar en él una respuesta a la cuestión que tenga planteada en cada momento. En este apartado hay que indicar que la aplicación del derecho local siempre se ha calificado de compleja. Cuando el ordenamiento jurídico administrativo era más estable de lo que lo es desde hace un tiempo se le reprochaba que no contemplara las peculiaridades que se producían en el ámbito local. Cuando las normas administrativas eran específicamente locales los reproches procedían, habitualmente, de los llamados «pequeños municipios», que se quejaban, con frecuencia, de la imposibilidad de resolver sus problemas aplicando una legislación pensada para estructuras más complejas que no contemplaba, por lo tanto, las singularidades que se presentan en estructuras administrativas pequeñas. Estas quejas tenían y tienen su justificación pero representan poco respecto a la problemática general que plantea en la actualidad el ordenamiento jurídico administrativo.

En la Revista de Administración Pública n.º 177, septiembre-diciembre de 2008, se publica un trabajo de la Catedrática de Derecho Administrativo de la Universidad de León doña Mercedes Fuertes titulado «Once tesis y una premática para restablecer la dignidad de la Ley». En el trabajo citado su autora señala que se atreve a llamar la atención en este momento sobre la cuestión que se analiza en el mismo porque «en los últimos decenios, se ha incrementado el coro de reproches hacia los desmanes del legislador y se acopian originales calificativos para bautizar estas tropelías. Se habla de leyes ómnibus y debocadas; de la hipertrofia, diarrea o avalancha normativa; del Ordenamiento contaminado y de la chatarra legal; de una "elefantitis legislativa desordenada"; de "las bombas racimo"; de las leyes retales; de los escondites jurídicos.... como si ante comportamientos psicológicos estuviéramos, se analiza la reciente legislación». En estas circunstancias, dice la autora citada, «no podemos esperar los juristas que los ciudadanos nos tomen en serio, al presentarnos con tal cúmulo de normas siempre prestas a ser invocadas para defender cualquier argumentación. Algún coto hay que fijar si realmente aspiramos, no sólo a mantener la dignidad de un oficio sino, sobre todo, a unas relaciones con cierta seguridad y a que se corrijan las desigualdades y arbitrariedades». Sigue la autora señalando lo siguiente: «Porque entre los cuantiosos daños que esta situación origina, mucho padecen la seguridad jurídica y la Justicia. Con rotundidad lo ha denunciado A. Nieto: "La ley termina siendo una celestina para violar a la Justicia"».

Tomás Ramón Fernández, en la revista n.º 0 del Cronista del Estado Social y Democrático de Derecho publica un trabajo titulado «De la banalidad a la incoherencia y la Arbitrariedad. Una crónica sobre el proceso, al parecer imparable, de degradación de la Ley». En el trabajo citado se menciona la referencia a la seguridad jurídica que el Consejo de Estado Francés hace en su Memoria (rapport) anual de 1991 señalando lo siguiente: «Cuando el Derecho parlotea, el ciudadano sólo le presta un oído distraído». En el trabajo citado el Catedrático hace un análisis de la situación jurídica en la que estamos inmersos indicando, en esencia, que ya no se trata sólo de un problema de inflación legislativa, «de leyes desbocadas» en términos utilizados por Eduardo García de Enterria, ni tampoco de la creciente y agobiante complejidad que ha adquirido el ordenamiento jurídico a resultas de la superordenación de múltiples legislaciones diferentes, nacionales y supranacionales, sino «de algo mucho más grave todavía que, como ha destacado entre nosotros F. Laporta, afecta a los propios fundamentos de nuestra cultura jurídica en la medida en que esta proliferación desordenada de Leyes oportunistas, cuando no banales, fugaces por coyunturales, claramente partidistas en muchas ocasiones en cuanto destinadas a dar satisfacción a reivindicaciones de pequeños colectivos con los que la mayoría gobernante se considera por una u otra razón en deuda, e incomprensibles en otras, contribuye a destruir la predecibilidad y la constancia en el tiempo de los parámetros por los que nos regimos y planeamos nuestras vidas y pone en grave peligro el valor básico de la autonomía personal y con ello la propia capacidad de la sociedad para organizar la convivencia y asegurar su prosperidad» (se cita la obra «Teoría y Realidad de la Legislación: Una Introducción General». Trabajo que abre el volumen colectivo dirigido por A. Menéndez y A. Pau, La proliferación legislativa, págs. 29 y ss.).

El contexto que se acaba de poner de manifiesto evidencia la dificultad que tiene abordar en un Libro la respuesta jurídica que deben tener algunas cuestiones que se plantean en el funcionamiento diario de las Corporaciones Locales. No sólo es difícil seleccionar las materias sino también las cuestiones que, dentro de cada una de ellas, deben tratarse. A lo anterior hay que añadir el tratamiento jurídico que debe darse a esas cuestiones para conseguir que el mismo sea útil el mayor tiempo posible. La solución que los autores del Libro dan a cada uno de los supuestos prácticos que se analizan va orientada a ofrecer al usuario/profesional una respuesta que le permita, al menos, enfocar el problema. Esta finalidad se proyecta, además, sobre las materias propias en las que se estructura la actividad de la Administración Local, es decir, su organización y funcionamiento, población, recursos y presupuestos, patrimonio, contratación, personal, urbanismo y actividad administrativa. La profesión de los autores del libro, sus conocimientos y su experiencia en la aplicación del derecho local garantizan que cada una de las cuestiones analizadas tiene una respuesta fundada y razonada en derecho aunque ello no evite que puedan existir otras o que la ofrecida tenga sus matices.

En fin, también me parece un acierto que el Libro se publique y se distribuya por una Editorial suficientemente comprometida y vinculada al derecho local como es LA LEY-El Consultor de los Ayuntamientos y de los Juzgados. Este hecho contribuirá, sin duda, a extender la utilidad del Libro.

Burgos, julio 2010

Fdo. Jesús Mozo Amo

Magistrado

Secretario Admón. Local en excedencia
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	BOP
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	CC
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	ET
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	IAE
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	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles.



	ICIO
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	IGAE
	Intervención General de la Administración del Estado.



	INE
	Instituto Nacional de Estadística.



	INEM
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	INSS
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	IVA
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	IVTM
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	JCCA
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	LBRL
	Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local (Ley 7/1985, de 2 de abril).
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	Ley General Tributaria (Ley 58/2003, de 17 de diciembre).



	LIVA
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	Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas (Ley 33/2003, de 3 de noviembre).



	LRJ-PAC
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	RBEL
	Reglamento de Bienes de las Entidades Locales (Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio).



	RD 500/1990
	Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos.



	RGAP
	Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre).



	RGIP
	Reglamento General de ingreso, provisión de puestos de trabajo y promoción de los funcionarios civiles de la Administración General del Estado (Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo).



	RGLPAP
	Reglamento General de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas (Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto).



	RGR
	Reglamento General de Recaudación (Real Decreto 939/2005, de 29 de julio).



	RPDT
	Reglamento de Población y Demarcación Territorial (Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio).



	RSCL
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	Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio).
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	Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales (Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo).
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	Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio).



	TRRL
	Texto Refundido de Régimen Local (Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril).








Organización y funcionamiento 



1.  CONSECUENCIAS DE LA FALTA DE PRESENTACIÓN DE LAS DECLARACIONES DE INTERESES

Estas declaraciones de intereses que el concejal electo tiene que presentar se regulan en el art. 75.7 de la LBRL, en la redacción dada al mismo por la Ley 8/2007 de Suelo, de 28 de mayo. Según este artículo, los concejales (también los miembros no electos de la Junta de Gobierno Local) tienen que formular declaración sobre causas de posible incompatibilidad, y sobre cualquier actividad que les proporcione o pueda proporcionar ingresos económicos, así como declaración de sus bienes patrimoniales y de la participación en sociedades de todo tipo, con información de las sociedades por ellos participadas y de las liquidaciones de los impuestos sobre la Renta, Patrimonio y, en su caso, Sociedades.

Estas declaraciones se llevarán a cabo antes de la toma de posesión, con ocasión del cese y al final del mandato, así como cuando se modifiquen las circunstancias de hecho y se inscribirán en los dos Registros de Intereses de carácter público que el mismo artículo regula.

Con cierta frecuencia ocurre en las Corporaciones Locales que algún concejal acude a la sesión constitutiva de la Corporación sin haber presentado previamente las declaraciones de intereses, a pesar de la obligación legalmente establecida, y surge la duda de si debe dársele posesión del cargo, lo que le permitirá asumir todos los derechos y obligaciones que el mismo comporta, o por el contrario debe entenderse que es éste -la presentación de las declaraciones- un requisito imprescindible para la toma de posesión y, en consecuencia, negarle la misma.

La Junta Electoral Central viene manteniendo de forma reiterada que los concejales electos no pueden tomar posesión sin cumplir dicho requisito, ni por tanto participar en la elección de alcalde. No obstante, la no presentación de las declaraciones no es causa de la pérdida de la condición de concejal. Uno de sus últimos pronunciamientos en este sentido ha sido el adoptado en sesión de 6 de julio de 2007.

El Tribunal Supremo se ha pronunciado con ocasión de un recurso de casación, en sentencia de 19 de diciembre de 2001, pero el supuesto de hecho era diferente ya que se trataba de un concejal que había tomado posesión de su cargo al que se le negaba el voto en una moción de censura por no haber presentado la declaración de intereses. El Alto Tribunal inadmite el recurso de casación, aunque aprovecha para poner de manifiesto la diferencia entre este supuesto en el que el propio alcalde sometido a la moción priva del derecho al voto al concejal (situación claramente abusiva y arbitraria) y el del concejal electo que tiene que tomar posesión y elegir alcalde.

La STSJ de la Comunidad Valenciana de 12 de julio de 1995 anuló un acuerdo de elección de alcalde en el que se había negado a un concejal la toma de posesión y la participación en la votación correspondiente por no haber presentado las declaraciones de intereses, entendiendo que ésta no era causa determinante para negarle la toma de posesión y la participación en la elección de alcalde.

A pesar del criterio de la Junta Electoral Central, parece más acertado, siguiendo este último criterio jurisprudencial, entender que los requisitos de régimen electoral para acceder a la «plena» condición de concejal son el juramento o promesa y la toma de posesión del cargo. La presentación de las declaraciones de intereses constituye una obligación incluida dentro del estatuto del concejal y cuyo incumplimiento puede dar lugar a la exigencia de responsabilidades pero no puede impedir la toma de posesión.

2.  POSIBILIDAD DE CONSTITUIR LOS GRUPOS POLÍTICOS, TRANSCURRIDO EL PLAZO DE CINCO DÍAS HÁBILES ESTABLECIDO EN EL ROF

La LBRL señala en su art. 73 que, a efectos de su actuación corporativa, los miembros de las Corporaciones Locales se constituirán en grupos políticos.

El art. 24 del ROF indica que los grupos políticos se constituirán mediante escrito dirigido al presidente y suscrito por todos sus integrantes, que se presentará en la Secretaría General de la Corporación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la constitución de la Corporación. En el mismo escrito se hará constar la designación de Portavoz del grupo.

Este plazo de cinco días, así como la forma de constitución del grupo, al no estar regulado en la legislación básica, sino en el ROF, sólo se aplicaría en defecto de norma autonómica de desarrollo o de previsión diferente en el correspondiente Reglamento Orgánico.

En el caso de que deba aplicarse el ROF, la cuestión se centra en determinar si, una vez pasado el plazo de cinco días, pueden constituirse los grupos políticos o, por el contrario, se ha agotado la posibilidad de constitución. Para responder es preciso analizar dos aspectos:


	
1. La obligatoriedad de constituir grupo político: parece que la redacción de la LBRL, «se constituirán», no deja dudas sobre su obligatoriedad y ello a pesar de que algunas legislaciones autonómicas contemplan la existencia de los grupos como potestativa. Pero debe primar la legislación básica, y ello aunque no tenga mucho sentido hablar de estos grupos políticos en Ayuntamientos con cinco o siete concejales. 

	
2. La naturaleza de dicho plazo: para Ángel Ballesteros Fernández, el plazo de cinco días establecido en el ROF es un plazo de caducidad pasado el cual ni siquiera quienes con posterioridad adquieren la condición de concejal pueden formar grupo propio. 



Debe tenerse presente que, mediante la regulación de los grupos políticos, se llevan al ámbito local formas organizativas propias de las cámaras parlamentarias. Así, si tomamos como referencia la regulación que de los grupos políticos hace el Reglamento del Congreso de los Diputados, también aquí se establece para su constitución el plazo de los cinco días siguientes a la sesión constitutiva del Congreso, pero se añade la previsión de que los diputados que no queden integrados en el plazo fijado en algún grupo parlamentario quedarán integrados en el grupo mixto.

Volviendo a la regulación del ROF, nada se dice de los efectos que pudiera tener el incumplimiento de la obligación de constituir o integrarse en un grupo municipal en el citado plazo de cinco días hábiles.

La STSJ de la Comunidad Valenciana de 17 de junio de 2005 entiende que algún efecto jurídico debe tener el incumplimiento del plazo de cinco días pues de otro modo cabe preguntarse para qué establece el ROF un plazo que puede incumplirse sin consecuencia alguna. Señala, además, que este plazo es breve para que a la mayor brevedad pueda funcionar la Corporación, lo que no podrá ocurrir si quedase sine die abierta la posibilidad de formar grupo municipal (composición de comisiones informativas, fijación del orden del día con los portavoces, presentación de mociones, etc.). Concluye la Sala que aquellos miembros corporativos que no hubiesen suscrito dicha comunicación pasarán automáticamente a formar parte del grupo mixto.

Sin embargo, la jurisprudencia viene exigiendo para la existencia de grupo mixto, que su creación se haga a través de una norma organizativa -Reglamento Orgánico- y no mediante un acto administrativo singular cual es un acuerdo plenario, por lo que esta solución del Tribunal Superior de Justicia sólo sería aplicable, en principio, allí donde exista grupo mixto creado por Reglamento Orgánico.

Por el contrario, la STS de 21 de marzo de 2006, señala que la ausencia de esa regulación, por no haber ejercido el Ayuntamiento la potestad normativa que tiene reconocida para ello, no puede obstaculizar el derecho que asiste a todo concejal de integrarse en el grupo mixto. Es importante señalar que esta sentencia aplica la regulación del art. 73 anterior a la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, que modificó la LBRL.

En definitiva, podemos concluir resumiendo los criterios doctrinales y jurisprudenciales, que el transcurso del plazo de cinco días sin constituir grupo político lleva aparejado para los concejales los siguientes efectos:


	
1. Si se trata de un Ayuntamiento que se ha dotado de una norma organizativa y ha previsto la creación del grupo mixto, los concejales quedarán integrados automáticamente en el citado grupo, por ser esta la situación que les es más favorable y al no haber incurrido en los supuestos del art. 73 de la LBRL que llevan aparejada como sanción la condición de «no adscrito». 

	
2. Si el Ayuntamiento no tiene prevista la existencia del grupo mixto a través de un Reglamento Orgánico (ni existe normativa en este sentido de la Comunidad Autónoma), la superación del plazo de cinco días puede suponer: 
	
a) Que dichos concejales quedan fuera de todo grupo político, o lo que es lo mismo como «no adscritos» a pesar de tratarse éste de un supuesto distinto de los que recoge el art. 73 de la LBRL, como generadores de esta condición. 

	
b) Que, aplicando el criterio de la citada STS de 2006, que para este supuesto puede entenderse vigente, prime el derecho a integrarse en un grupo, por no haber incurrido en ninguna conducta sancionada por la ley con la condición de «no adscrito», y se entienda que estos concejales quedan automáticamente integrados en el grupo mixto. 







Esta última solución resulta más garantista de los derechos de los concejales y realiza una interpretación restrictiva de una situación desfavorable como es la condición de «no adscrito». Además asegura un adecuado funcionamiento municipal. Por estas razones se estima que es la más adecuada.

3.  DERECHOS DEL CONCEJAL NO ADSCRITO

De acuerdo con el art. 73.3 de la LBRL, son dos las circunstancias que determinan que un concejal tenga la consideración de «no adscrito» que no se haya integrado en el grupo político constituido por la formación electoral por la que fue elegido o que, una vez integrado, lo abandone en un momento posterior.

Del contenido de este artículo podemos deducir otros supuestos que guardan cierta similitud con los anteriores pero en los que el concejal o concejales afectados no se convierten en concejales no adscritos. Estos supuestos son los siguientes:


	
1) Cuando la formación electoral por la que el concejal fue elegido era una coalición, y el partido político al que él pertenecía decida abandonar dicha coalición. 

	
2) Cuando el concejal o concejales abandonen la formación política por la que concurrieron a las elecciones o sean expulsados de la misma. Esto es así porque la condición de «no adscrito» se refiere a la relación con el grupo municipal y no con la formación política. No obstante, algunas leyes autonómicas (como la de la Comunidad de Madrid) atribuyen la condición de «no adscritos» también a los que abandonen la correspondiente formación política. 



Este apartado 3 del art. 73, se introduce en la LBRL por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, y es una manifestación del compromiso asumido por las fuerzas políticas en el «Código de conducta política en relación con el transfuguismo en las Corporaciones Locales» suscrito por todas ellas en 1998.

La cuestión que más dudas ha producido en relación con la introducción de la figura del concejal «no adscrito» ha sido la determinación de su estatuto, es decir, de los derechos y limitaciones que esta situación implica y su diferente posición respecto de un concejal que sí está integrado en un grupo político municipal.

La LBRL no ha definido con precisión cual es este estatuto, y únicamente señala que el concejal «no adscrito» no podrá tener unos derechos políticos y económicos superiores a los que les hubieran correspondido de mantenerse en el grupo, remitiendo al Reglamento Orgánico de cada Corporación la determinación de la forma en que se ejercerán estos derechos.

Parece claro para todos los que han estudiado este tema que lo que se pretende es que el concejal actúe en la Corporación de forma aislada (expresamente lo indica el Código contra el transfuguismo) y esto lleva a entender que el «no adscrito» mantiene todos los derechos que las leyes atribuyen de forma individual a los concejales pero no puede beneficiarse de aquellos derechos que deben ejercerse colectivamente por el grupo político. Podemos concretar detallando algunos de los ejemplos más característicos de unos y otros derechos siguiendo la LBRL y el ROF, teniendo en cuenta que esto podría variar si existe Reglamento Orgánico.


	
-Derechos que ejerce individualmente el concejal y, por tanto, también el «no adscrito»: derecho al voto, a formular observaciones al borrador del acta, a pedir durante los debates la retirada de algún asunto incluido en el orden del día o que quede sobre la mesa, a solicitar sesión extraordinaria junto con un número de concejales que alcancen la cuarta parte de los de la Corporación, a obtener la información que necesiten para el desarrollo de su función, a presentar enmiendas o votos particulares, a plantear ruegos y preguntas en las sesiones de órganos colegiados, a plantear moción de censura contra el alcalde junto con un número de concejales que constituyan la mayoría absoluta de los de la Corporación, a obtener delegación de alguna de las atribuciones del alcalde y también a impugnar los actos y acuerdos municipales si hubiera votado en contra de los mismos. 

	
-Derechos que se ejercen a través de los grupos y que, por tanto, no pueden ejercer los concejales «no adscritos»: el alcalde puede consultar la formación del orden del día a los portavoces de los grupos, también deberá oír a los portavoces para determinar la colocación en el Salón de Sesiones, sólo los grupos pueden presentar mociones urgentes, también corresponde a los grupos formular preguntas a los concejales delegados cuando comparezcan en el Pleno para responder de su gestión, el Pleno puede asignar una dotación económica sólo a los grupos y también, si es posible, facilitarles un despacho o local para reunirse y recibir visitas de ciudadanos, así como un mínimo de medios materiales y personales. 



Una cuestión dudosa y de gran trascendencia práctica es la de si los concejales «no adscritos» tienen derecho a formar parte de las comisiones informativas. La cuestión se plantea porque el art. 20 de la LBRL configura esta participación como un derecho de los grupos a tener en las comisiones un número de concejales proporcional al número de concejales que tengan en el Pleno. Siguiendo los planteamientos anteriores, cabría entender que este derecho de participación sólo puede ser ejercido a través del grupo y por tanto que no lo tiene el concejal «no adscrito» que, con este razonamiento, no formaría parte de ninguna Comisión Informativa.

Sin embargo, toda interpretación debe tener en cuenta el respeto al derecho fundamental de participación en los asuntos públicos consagrado por el art. 23 de la CE, y su contenido esencial tal y como ha sido configurado por el Tribunal Constitucional en diferentes planteamientos. El propio Tribunal ha declarado que las comisiones informativas constituyen un estadio importante en el proceso de toma de decisiones, y que la falta de presencia en las mismas (se refiere a los concejales de un grupo) les privaría de la posibilidad de participar con plena eficacia en el estado final de la decisión al no haber tenido tiempo suficiente para el estudio en detalle de los asuntos. En la misma línea el Tribunal Supremo en sentencia de 17 de diciembre de 2001, ha declarado el derecho de los grupos con un solo concejal a estar en todas las comisiones informativas por encima de una proporcionalidad aritmética, justificándolo igualmente en la trascendencia de esta fase del proceso de toma de decisiones. Estos razonamientos podrían llevar a concluir que el concejal «no adscrito» tiene derecho a estar presente en todas las comisiones informativas, porque lo contrario supondría que se le está vedando participar en la actividad política y pública municipal en términos de igualdad con los demás concejales, vulnerando claramente el art. 23.2 de la CE, por más que se quiera sancionar su abandono del grupo municipal.

Las sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia han mantenido distintos criterios. Así, la STSJ de Castilla y León de 24 de marzo de 2006 mantiene la tesis de admitir la participación del concejal «no adscrito» en todas las comisiones informativas mientras que, con distinto criterio, la STSJ de Cantabria de 20 de abril de 2007 anuló un acuerdo municipal que reconocía a un concejal «no adscrito» la participación en todas las comisiones informativas, argumentando que ello le concedía mayores derechos económicos que al resto de concejales.

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre esta cuestión en STC 169/2009, de 9 de julio, al enjuiciar un supuesto en que se permitía a diputados «no adscritos» participar en las comisiones informativas con voz pero sin voto, y ha señalado que ello produce una lesión de los derechos de participación contenidos en el art. 23 de la CE, puesto que «dificulta la posterior defensa de sus posiciones políticas en las deliberaciones y votación de los asuntos del Pleno».

El Tribunal Constitucional también señala que de lo anterior no se deriva que los concejales «no adscritos» tengan derecho a que su voto compute en los mismos términos que el de los miembros de la comisión adscritos a grupo, porque, dado que la Comisión Informativa es una división interna del Pleno, estos miembros tendrían una posición de sobrerrepresentación. Por esta razón, la Corporación deberá garantizar que el derechos de los concejales «no adscritos» a votar en las comisiones informativas no altere la exigencia de proporcionalidad.

Lo anterior lleva a concluir que, dado que el concejal «no adscrito» debe formar parte de todas las comisiones informativas, el único medio que tiene la Corporación de garantizar que este concejal no tenga una posición de sobrerrepresentación, habida cuenta de que no cabe acudir al voto ponderado, es regulando la composición de las comisiones informativas, de forma que se asegure la proporcionalidad que tienen los grupos en el Pleno.

4.  DEDICACIONES EXCLUSIVAS Y PARCIALES DE LOS MIEMBROS DE LA CORPORACIÓN. POSIBILIDAD DE ACORDARLAS CON CARÁCTER RETROACTIVO

Las retribuciones de los miembros de las Corporaciones Locales se regulan en el art. 75 de la LBRL. También se encuentran reguladas en el art. 16 del ROF, pero este artículo desarrolla una redacción anterior del art. 75 de la LBRL, y por tanto sólo resulta aplicable en lo que no se oponga al actual art. 75.

De acuerdo con la legislación básica existen las siguientes posibilidades de retribución:


	
a) Dedicación exclusiva: cuando el ejercicio del cargo (alcalde, teniente de alcalde, portavoz, concejal delegado, etc.) requiere de tanto tiempo y dedicación que no es posible simultanearlo con el ejercicio de la profesión u oficio habitual. 

	
b) Dedicación parcial: cuando el ejercicio del cargo implique obligaciones o responsabilidades que ocupen una parte del tiempo del corporativo, pero no todo. 



Es competente el Pleno para acordar qué cargos deben ejercerse en régimen de dedicación exclusiva y cuáles en régimen de dedicación parcial y es el alcalde quien nombra al miembro o miembros de la Corporación que ejercen estos cargos, con alguna excepción, por ejemplo, los portavoces de los grupos que son elegidos por el propio grupo. El Pleno también acordará el tiempo mínimo de dedicación al cargo para percibir retribuciones en el caso de la dedicación parcial.

La dedicación exclusiva implicará que no se puede ejercer ninguna otra actividad pública o privada, ni percibir otras retribuciones con cargo a presupuestos públicos. La dedicación parcial sí permite ejercer otra actividad retribuida, siempre que no coincidan las jornadas de trabajo.

Tanto quienes sean retribuidos en régimen de dedicación exclusiva como en el de dedicación parcial deberán ser dados de alta en el Régimen general de la Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas empresariales que correspondan.

Además de estas retribuciones, los concejales pueden cobrar cantidades por asistencias efectivas a órganos colegiados. Estas no implican alta en la Seguridad Social y sólo pueden percibirse cuando no se cobren dedicaciones exclusivas o parciales.

También pueden cobrar indemnizaciones por los gastos efectivos que les ocasione el ejercicio del cargo, siguiendo las normas de aplicación general a las Administraciones públicas y las que, en desarrollo de las mismas, apruebe el Pleno.

Algunas cuestiones que se han planteado en relación con este régimen de retribuciones:


	
1.ª En ocasiones se pretende retribuir determinadas tareas o dedicación de un concejal pero sin darle de alta en la Seguridad Social. Esto ocurre a veces en municipios pequeños y también cuando el concejal está jubilado, ya que en este caso, de acuerdo con el art. 3 de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas, la pensión de jubilación queda en suspenso por el tiempo que dure la percepción de la retribución. Debe tenerse presente que no existe ninguna fórmula de retribución al margen de las señaladas, por lo que se percibe una cantidad por la asistencia efectiva a sesiones de órganos colegiados, o cualquier otra retribución será dedicación exclusiva o parcial y requerirá del alta en la Seguridad Social. No cabe recurrir a las indemnizaciones porque la actual redacción del art. 75 recoge un concepto restringido de las mismas señalando que se percibirán por los gastos efectivos ocasionados en el ejercicio del cargo y, por tanto, son una compensación por gastos (gastos que deben acreditarse) pero no una retribución. No obstante, en el caso de miembros de la Corporación que perciban pensión de jubilación, algunos autores han apuntado que la dedicación parcial no debería implicar el dejar en suspenso la pensión. Se trata de una formulación teórica que no encaja en el art. 3 de la Ley de Incompatibilidades ni responde a los pronunciamientos de los Tribunales que vienen obligando al reintegro del importe de la pensión durante el tiempo que se han percibido retribuciones como concejal (STSJ de Extremadura de 27 de diciembre de 2002). 



	
2.ª En algunos supuestos media un tiempo entre la designación que hace el alcalde o presidente para ocupar determinados puestos (nombramientos de tenientes de alcalde, delegaciones) y el acuerdo del Pleno en el que se fijan los puestos retribuidos y la cuantía de los mismos. No hay que olvidar que el régimen de retribuciones de los cargos electivos no se incluye en el listado de asuntos que deben tratar las Corporaciones en la sesión extraordinaria que debe tener lugar en el plazo de treinta días desde la constitución, aunque, por otra parte, nada impide que se incluya. Ello implica que el concejal pueda desarrollar las funciones propias del cargo durante un tiempo, sin que esté fijada una retribución para el mismo. Las Corporaciones plantean la posibilidad de que los acuerdos sobre las retribuciones retrotraigan sus efectos al momento de designación del concejal para que éste pueda cobrar desde dicho momento. Nada habrá que objetar a la adopción del acuerdo plenario con efectos retroactivos, ya que se dan los supuestos del art. 57 de la LRJ-PAC, a saber, producen efectos favorables para el interesado y los supuestos de hecho ya existían en el momento al que se retrotrae el acto. Sin embargo el problema se plantea con el alta en el Régimen general de la Seguridad Social, ya que ésta sólo se admite, con posterioridad a la adopción del acuerdo, sin dar nunca la posibilidad de carácter retroactivo. Ello implicaría que, durante el tiempo que media entre la designación y el acuerdo plenario, el concejal pudiera cobrar retribuciones pero no figurar dado de alta en la Seguridad Social, y esto no es acorde con el planteamiento general del art. 75 que liga de forma indisoluble percibo de retribuciones y alta en la Seguridad Social. La cuestión no tiene, con la normativa actual de la Seguridad Social, una solución del todo satisfactoria, aunque podría salvarse si se acordara dentro de los criterios que debe marcar el Pleno para la percepción de indemnizaciones, este supuesto como excepcional para compensar a los concejales del perjuicio que la situación les produce. 



	
3.ª Cuantía de las retribuciones: no existe ninguna determinación legal sobre la cuantía de las retribuciones señaladas a pesar de que desde determinados foros se venga reclamando la fijación de unos criterios de carácter general (por ejemplo se recogen en el Libro Blanco para la reforma del Gobierno Local en España). Algunas Corporaciones toman como referencia las retribuciones de determinados puestos de trabajo existentes en la Corporación (secretario, jefe de servicio, técnico, etc.) pero esta solución es tan válida como cualquier otra. El único límite que cabe establecer, y en este sentido se han pronunciado los Tribunales, es el de proporcionalidad entre las cuantías asignadas y el grado de responsabilidad y complejidad de las funciones del cargo. 



5.  IMPOSIBILIDAD DE ESTABLECER DIFERENTES CUANTÍAS POR LA ASISTENCIA A SESIONES DE ÓRGANOS COLEGIADOS

La actual redacción del art. 75 de la LBRL señala que los miembros de la Corporación que no tengan dedicación exclusiva ni parcial percibirán asistencias por la concurrencia efectiva a sesiones de los órganos colegiados de la Corporación de que formen parte, en la cuantía señalada por el Pleno de la misma.

La cuestión se centra en determinar si el Pleno puede fijar cuantías distintas a percibir por asistencia a sesiones, en función del cargo de los asistentes (alcalde, teniente de alcalde, concejal delegado, etc.).

La STS de 1 de diciembre de 1995 sentó el criterio de que el ejercer cargos de mayor responsabilidad en la Corporación no supone necesariamente mayor trabajo de preparación de las sesiones y lo que debe exigirse a los miembros de la Corporación -entendiéndose que a todos por igual- es una diligencia extrema en el estudio de los asuntos examinados por los órganos colegiados. No obstante, debe tenerse en cuenta que en el supuesto enjuiciado en aquella ocasión se habían fijado distintas cuantías para los miembros del equipo de gobierno y para los de la oposición. Por eso el Tribunal señalaba que ello supondría entender como mera asistencia pasiva la de los concejales que no son del equipo de gobierno.

La cuestión no ha sido pacífica desde el punto de vista jurisprudencial. Así la STS de 1 de enero de 2000, abrió una nueva línea interpretativa estableciendo un concepto amplio de las indemnizaciones en el que se incluían las asistencias a sesiones de órganos colegiados que, como tales indemnizaciones, podían tener diferente cuantía. En la misma línea se han pronunciado algunos Tribunales Superiores de Justicia. No obstante, esta doctrina surge con la antigua redacción del art. 75, en la que no se recogía referencia alguna al cobro de asistencias a órganos colegiados (sólo se recogía en el ROF), y sí en cambio a las indemnizaciones. La actual redacción distingue claramente entre las indemnizaciones -en un concepto mucho más restringido que el que le dio la jurisprudencia- y las asistencias por concurrencia efectiva a las sesiones.

En síntesis, a tenor de la actual redacción del art. 75 cabe entender que la doctrina de la STS de 1 de diciembre de 1995 está plenamente vigente y que las cantidades por asistencia a sesiones retribuyen el trabajo de los miembros de la Corporación en el Pleno (conocimiento previo de los asuntos, participación en el debate, etc.) y desde esta perspectiva no cabe establecer distinción en las cuantías.

6.  COMPATIBILIDAD DE LOS CONCEJALES PARA CELEBRAR CON EL AYUNTAMIENTO DETERMINADOS CONTRATOS COMO COMPRAVENTA O ARRENDAMIENTO DE INMUEBLES

El art. 49 de la LCSP recoge, entre las circunstancias que dan lugar a la prohibición de contratar con las Administraciones públicas, la de que la persona física o el administrador de la persona jurídica, si es ésta quien contrata con la Administración, sea cargo electivo de los recogidos en la LOREG, en los términos establecidos en la misma. Esta prohibición se extiende a los cónyuges o personas vinculadas con análoga relación de convivencia efectiva y a los descendientes de los que el cargo electivo ostente la representación legal. También se extiende a las personas jurídicas en cuyo capital participen los cargos electos al servicio de las Administraciones públicas.

Para concretar la prohibición hay que acudir, por tanto, a la LOREG, por remisión de la propia LCSP. Así, el art. 178 de la misma señala que con la condición de concejal son incompatibles los contratistas o subcontratistas de contratos cuya financiación total o parcial corra a cargo de la Corporación.

Del análisis de ambos artículos cabe extraer la conclusión de que los concejales tienen incompatibilidad, y, en consecuencia, tienen prohibido contratar con la Corporación a la que pertenecen, bien como persona física (empresario individual) o bien como administrador de una sociedad, o incluso cuando participen en el capital de la misma, siempre que se trate de contratos que financie la Corporación: contratos de obras, suministros, gestión de servicios públicos, servicios, etc.

Esta misma prohibición abarca a su cónyuge, persona vinculada por análoga relación y descendiente del que ostente representación legal.

Sin embargo, aplicando en su literalidad la regulación del art. 178 de la LOREG, no existe prohibición ni incompatibilidad alguna cuando el contrato que se pretenda celebrar entre el concejal y la Corporación a la que pertenece no va a ser financiado por la Corporación sino por el propio concejal. Los ejemplos más frecuentes de este tipo de contratos son aquellos en que el Ayuntamiento pretende arrendar un inmueble de su propiedad o enajenarlo. En estos supuestos, el concejal podrá participar en la licitación que al efecto se convoque, conforme a las reglas que rigen la explotación o enajenación de los bienes inmuebles de las Corporaciones Locales y resultar adjudicatario, en su caso, sin que exista ninguna restricción al respecto. Únicamente deberá abstenerse de tomar parte en aquellos acuerdos municipales que se refieran o afecten a este asunto al tener la condición de interesado.

Sobre este mismo asunto se ha pronunciado reiteradas veces la Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

7.  INCOMPATIBILIDAD ENTRE EL CARGO DE CONCEJAL Y LA CONDICIÓN DE PERSONAL EN ACTIVO DEL AYUNTAMIENTO

Existe incompatibilidad entre el desempeño del cargo de concejal y el mantenimiento de la condición de personal en activo del Ayuntamiento. Así se deduce claramente de lo establecido en el art. 178 de la LOREG, que señala textualmente que son incompatibles con el cargo de concejal:

«Los Directores de servicios, funcionarios o restante personal en activo del respectivo Ayuntamiento y de las entidades y establecimientos dependientes de él.»


Puede darse el supuesto de que un funcionario o contratado laboral del Ayuntamiento resulte elegido concejal del mismo Ayuntamiento o el supuesto contrario, cuando quien ya tiene la condición de concejal del Ayuntamiento supera un proceso selectivo para ocupar una plaza como funcionario o como contratado laboral. En ambos supuestos, los afectados deberán optar entre renunciar a la condición de concejal o el abandono de la situación que dé origen a la incompatibilidad (la relación laboral o funcionarial con el Ayuntamiento del que es concejal).

El art. 10 del ROF concreta la forma en que debe procederse en estos supuestos indicando que, cuando se produzca una causa de incompatibilidad, deberá ser declarada como tal por el Pleno. El afectado deberá optar, en el plazo de diez días contados a partir de que reciba la notificación del acuerdo de Pleno, entre la renuncia a una u otra situación. Transcurrido este plazo sin que haya ejercitado la opción, se entenderá que el afectado ha renunciado a su puesto de concejal, debiendo declararse la vacante por el Pleno y actuar según el procedimiento habitual para cubrir la misma.

La Junta Electoral Central ha venido sentando criterios en esta materia al responder a las consultas efectuadas por los Ayuntamientos. A continuación se recogen algunos de los criterios de mayor interés:


	
- Incompatibilidad entre la condición de concejal y la de gerente (o personal) de una sociedad mercantil de capital íntegramente municipal por ser ésta una entidad dependiente del Ayuntamiento y ser uno de los supuestos previstos en el art. 178 de la LOREG. 

	
- Compatibilidad entre el cargo de concejal y el de secretario del Registro Civil del mismo municipio ya que el supuesto no está incluido entre las causas de incompatibilidad del art. 178. 

	
- Incompatibilidad entre el cargo de Juez de Paz y el de concejal, ya que los magistrados, jueces y fiscales son inelegibles para el cargo de concejal (arts. 6 y 177 de la LOREG) y los jueces de paz tienen las mismas causas de inelegibilidad que los demás jueces. 

	
- Contratos financiados por el INEM u órganos autonómicos similares. No existiría incompatibilidad si el concejal contratado no se incorpora a la plantilla del Ayuntamiento y no adquiere la condición de personal del mismo, lo que sucede si no le contrata el propio Ayuntamiento. En caso contrario existiría incompatibilidad. 

	
- Compatibilidad entre el cargo de concejal y la condición de personal al servicio de mancomunidades y consorcios, ya que son entidades supramunicipales y, por tanto, no son entidades dependientes del Ayuntamiento en el sentido del art. 178 de la LOREG. 



8.  DERECHO A LA INFORMACIÓN DE LOS CONCEJALES

De acuerdo con el art. 77 de la LBRL todos los concejales tienen derecho a obtener del alcalde o de la Junta de Gobierno Local cuantos antecedentes, datos o informes obren en poder de los servicios de la Corporación y resulten precisos para el desarrollo de su función.

Los arts. 15, 16 y 17 del ROF desarrollan el régimen jurídico de este derecho a la información de los concejales estableciendo unos supuestos de acceso directo a la información por parte del concejal en los que éste no necesita autorización expresa del alcalde y otros supuestos (todos los no contemplados expresamente como de acceso directo) en los que resulta necesaria la autorización expresa del alcalde.

La mayor parte de las consultas y dudas que surgen en esta materia giran en torno a estos segundos supuestos en los que la consulta de documentación debe ser autorizada por el alcalde, por lo que a ellos nos vamos a referir.


	
1.°Qué peticiones de información deben ser autorizadas. Tanto el art. 77 de la LBRL como el art. 14 del ROF, reconocen el derecho de información cuando se trate de los documentos «precisos para el desarrollo de su función». La jurisprudencia ha vinculado este derecho a la información con el derecho a la participación en los asuntos públicos del art. 23 de la CE, entendiendo que esta información es necesaria para hacer más efectiva la participación en los asuntos públicos. Consecuentemente con ello se ha hecho una interpretación muy amplia y favorable al concejal de su derecho a la información. Teniendo en cuenta, que los concejales forman parte del Pleno y éste tiene encomendado el control y fiscalización de los órganos de gobierno, prácticamente toda la información que se solicite sobre la gestión municipal se entiende relacionada con esas funciones de control y que debe ser facilitada por el alcalde. Además los Tribunales atribuyen a la Corporación la carga de probar que la documentación solicitada no está relacionada con las funciones propias del concejal solicitante. 



	
2.°La petición del concejal debe hacerse por escrito. Si el alcalde no dicta resolución en el plazo de cinco días contados desde la fecha de la solicitud, la petición se entenderá concedida por silencio. La denegación deberá hacerse mediante resolución o acuerdo motivado, que al poner fin a un procedimiento, deberá expresar además los recursos que contra la misma procedan. Debe tenerse en cuenta que, al vincularse este derecho con el derecho fundamental del art. 23 de la CE, puede utilizarse el procedimiento especial y sumario para la protección de los derechos fundamentales previsto por la LJCA. 



	
3.°Solicitudes de copias de documentos. De acuerdo con el art. 16 del ROF la obtención de copias se limita a los supuestos de acceso libre de los concejales y en los demás supuestos, a los casos en que sea autorizado por el alcalde o la Junta de Gobierno Local. Esta regulación ha sido matizada o interpretada por la jurisprudencia. En primer lugar, el derecho a la obtención de copias no está incluido en el derecho a la información derivado del art. 23 de la CE. Es decir, no existe un derecho del concejal, como tal, a la obtención de fotocopias, sino a la obtención de información y esta información puede ser ofrecida por la Corporación de diferentes maneras, debiendo ofrecerse primero la consulta directa de los documentos y posteriormente exigiéndosele que justifique y concrete el objeto de la copia. También conviene tener en cuenta que si se solicita un excesivo volumen de documentación y ello puede causar perturbación en el funcionamiento de la Corporación Local (perturbación que se acentuaría en el caso de pequeños municipios con un nivel mínimo de servicios administrativos), esto puede ser argumentado en la resolución que se dicte que, o bien pedirá al solicitante que concrete e individualice las copias, o bien podrá establecer unos períodos de tiempo en la entrega de documentación subordinados a las posibilidades de funcionamiento municipal. 





Por último, debe tenerse en cuenta que la denegación reiterada de información por parte del alcalde en ocasiones ha sido tipificada como delito cometido por los funcionarios públicos contra las garantías constitucionales. Así la STS de 23 de marzo de 2001 entendía que el decreto firmado por el alcalde denegando información atentaba contra el art. 23 de la CE porque argumentaba -el alcalde- que tal información no era precisa para el ejercicio de las funciones del concejal, y esa era una fundamentación «meramente formal», y además no podía entenderse que se estuviera simplemente ante un ilícito administrativo «porque con anterioridad y respondiendo a similares solicitudes... el acusado había dictado otros decretos con resoluciones denegatorias que habían sido declarados nulos por los Tribunales por lo que tenía conocimiento de su ilicitud, y no obstante siguió impidiendo el referido derecho fundamental».

9.  LEGITIMACIÓN DE LOS CONCEJALES PARA IMPUGNAR ACUERDOS DE LOS ÓRGANOS MUNICIPALES

El art. 63 de la LBRL reconoce legitimación para impugnar los actos y acuerdos de las entidades locales que incurran en infracción del Ordenamiento Jurídico, a los miembros de las mismas que hubieran votado en contra de tales actos y acuerdos.

En aplicación de este artículo, se venía entendiendo que los miembros de las Corporaciones Locales sólo podían impugnar los actos y acuerdos de los órganos colegiados de los que formaran parte y siempre que hubieran votado en contra de los mismos, ya que el haberse abstenido en la votación no confiere legitimación para impugnar el acuerdo.

Sin embargo, la STC 173/2004, de 18 de octubre, dictada en recurso de amparo, reconoce al concejal legitimación para impugnar el acuerdo de un órgano del que no forma parte (en el supuesto concreto se trataba de una resolución del alcalde de nombramiento de funcionario interino) basándose en la existencia de un interés del concejal en el correcto funcionamiento de la Corporación a la que pertenece, como algo sustancial a su cargo y al ejercicio del mandato representativo que ha obtenido en las elecciones.

Este mismo criterio fue reiterado en la STC 108/2006, de 3 de abril, aunque referido en este caso concreto a la legitimación de un Diputado provincial.

Cuestiones que se plantean en relación con la impugnación por los concejales:


	
1.Día de inicio del cómputo de plazos para interponer recursos (potestativo de reposición, preceptivo de reposición o contencioso-administrativo): 
	
a) si el concejal forma parte del órgano colegiado que adoptó el acuerdo: desde la fecha de la sesión en la que se adoptó el mencionado acuerdo; 

	
b) si el concejal no forma parte del órgano: si se trata de un acuerdo del alcalde, la STSJ del País Vasco de 17 de junio de 1999 que admite un recurso de un concejal contra un decreto del alcalde señala que el plazo debe computarse desde el momento en que el alcalde da cuenta al Pleno de la resolución adoptada. Si se tratara de un acuerdo de la Junta de Gobierno Local el plazo debería contarse desde el momento en que el concejal ha tenido conocimiento de la adopción del acuerdo y de su contenido. 





	
2.Acreditación de que el concejal ha votado en contra. Esta cuestión sólo puede plantearse cuando el acto impugnado procede de un órgano del que el concejal forma parte. En este caso es significativo el contenido del art. 109 del ROF que reconoce el derecho del miembro de la Corporación a pedir que conste nominalmente el sentido de su voto, lo cual se podrá hacer en la propia sesión en la que se adopta el acuerdo en cuestión, de forma que el secretario lo tenga en cuenta para la posterior redacción del acta de la sesión, o bien en la sesión en la que se apruebe el acta correspondiente. 



10.  LEGITIMACIÓN DE LOS GRUPOS POLÍTICOS PARA IMPUGNAR ACUERDOS DE LA CORPORACIÓN

El art. 73.3 de la LBRL señala que, a efectos de su actuación corporativa, los miembros de las Corporaciones Locales se constituirán en grupos políticos en la forma y con los derechos y obligaciones que se establezcan con excepción de aquellos que hayan de tener la consideración de miembros «no adscritos».

El grupo municipal no es un órgano de la Corporación, ni tampoco se identifica con el partido político, federación, coalición o agrupación de electores por la que fueron elegidos. Se trata de un mecanismo, una forma de organización para facilitar el funcionamiento interno de la Corporación y un apoyo al ejercicio de las funciones que corresponden a los concejales. No obstante, aunque en general se entiende que el grupo no tiene personalidad jurídica plena, sí se le reconoce la titularidad de una serie de intereses, y legitimación activa para defenderlos. Estos intereses que puede defender son los relacionados con los derechos que les atribuye la ley.

De acuerdo con lo anterior, el grupo político estará legitimado para recurrir acuerdos municipales que incidan en su estatuto de grupo: proporcionalidad en las comisiones informativas, uso de despacho o local, asignación económica, etc., cuestiones todas ellas consideradas en la legislación local como derechos o prerrogativas del grupo como tal. Esta legitimación del grupo no se vería limitada por el sentido del voto de sus miembros al adoptar el acuerdo la Corporación.

Este estatuto de grupo también puede ser defendido individualmente por cada uno de sus miembros, ejerciendo las acciones individuales correspondientes.

Respecto del resto de acuerdos municipales que no afecten a su estatuto de grupo, los Tribunales les han negado legitimación, entendiendo que el grupo tiene unas funciones exclusivamente relativas al ámbito interno y organizativo de la Corporación y no puede sustituir a los concejales que son los que tienen legitimación activa para impugnar los acuerdos municipales cuando los consideren lesivos e ilegales. No obstante, en alguna ocasión se ha admitido la legitimación del grupo, cuando el Ayuntamiento la había admitido en vía administrativa o cuando todos los concejales del grupo habían votado en contra del acto impugnado y votado dentro del grupo a favor del recurso, por entender que, al estar legitimados y haber manifestado su voluntad de impugnar todos los miembros del grupo, esta legitimación se transfiere también al grupo (STS de 7 de febrero de 2007).

11.  POSIBILIDAD DE QUE EL CONCEJAL PRESENTE ALEGACIONES DURANTE EL PERÍODO DE INFORMACIÓN PÚBLICA

La LRJ-PAC contempla la posibilidad, cuando la naturaleza del procedimiento lo requiera, de que la Administración abra un trámite de información pública durante un plazo no inferior a 20 días para que cualquier persona física o jurídica pueda examinar la documentación del expediente y formular alegaciones u observaciones al mismo. La comparecencia en este trámite no otorga la condición de interesado, aunque sí el derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada.

En el ámbito local son numerosos los procedimientos cuya regulación prevé expresamente la existencia de un trámite de información pública: aprobación del presupuesto municipal y de algunas de sus modificaciones, aprobación de los planes de urbanismo, licencias de actividad, etc.

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre la información pública, calificándolo como una audiencia indiscriminada, ya que se dirige no sólo a los afectados sino a cualquier persona que pueda aportar datos o sugerencias que ayuden a formar el criterio del órgano que ha de resolver.

La cuestión se centra en determinar si un concejal del Ayuntamiento en el que se está tramitando el procedimiento puede hacer uso del período de información pública y formular alegaciones. La respuesta debe ser negativa, ya que el concejal, por el hecho de serlo, ocupa una posición cualificada respecto del resto de vecinos, y el ordenamiento pone en sus manos una serie de instrumentos que le permiten manifestar su opinión en diferentes momentos (debate en Pleno o Comisión, votación, posibilidad de presentar enmiendas, posibilidad de solicitar información, etc.). No resulta coherente con este sistema de funcionamiento que el concejal no haga llegar sus observaciones u opiniones al órgano que ha de resolver a través de estos mecanismos, y en cambio utilice un cauce que se establece para los vecinos o ciudadanos.

No obstante, el razonamiento anterior quebraría en el caso de que el concejal formulara alegaciones durante la información pública, relativas a cuestiones de carácter personal o profesional, ya que en este caso se estaría colocando en la misma posición que cualquier otro vecino o ciudadano y habría que admitir dichas alegaciones, y ello sin perjuicio del deber de abstención del concejal interesado cuando el Pleno se pronuncie sobre sus alegaciones.

12.  FORMA DE NOTIFICAR LA CONVOCATORIA DEL PLENO A LOS CONCEJALES

El art. 80 del ROF establece, al regular el funcionamiento del Pleno, que la convocatoria, el orden del día y los borradores de actas deben ser notificados a los concejales en su domicilio. El art. 81 continúa indicando que la convocatoria de una sesión de Pleno dará lugar a un expediente en el que deberán constar, entre otros extremos, las copias de las notificaciones cursadas a los miembros de la Corporación e insiste en el carácter preceptivo de la notificación de la convocatoria a los miembros de las Corporaciones Locales, por lo que el cumplimiento de este requisito debe quedar debidamente acreditado en la Secretaría.

Respecto de la forma de realizar la notificación, el art. 194 del ROF se remite a lo dispuesto en la legislación sobre procedimiento administrativo común (art. 59 de la LRJ-PAC).

En la práctica, cuando el domicilio de los concejales se encuentra dentro del término municipal resulta frecuente la notificación a través de un alguacil u otro empleado del Ayuntamiento que se desplaza hasta el domicilio y que recoge la firma acreditativa de haber recibido la notificación, bien del propio interesado o de la persona que, hallándose en el domicilio, se hace cargo de la misma.

Más problemática resulta la notificación cuando el domicilio del concejal en cuestión no se encuentra en el mismo término municipal. En este supuesto la notificación por correo resulta poco ágil, dados los tiempos que se manejan habitualmente para convocar las sesiones plenarias y el acuse de recibo llega tan tarde a las oficinas municipales que no permite asegurar al momento de celebración del Pleno, si la convocatoria ha llegado al interesado. Una posible solución es que el concejal señale al Ayuntamiento un domicilio dentro del término municipal en el que recibir las convocatorias y, si ello no fuera posible, cabría que el concejal aceptara voluntariamente (y de ello quede constancia por escrito) la notificación a través de fax o correo electrónico.

La jurisprudencia ha mantenido un criterio de flexibilidad en el tema de las notificaciones. Así, la STS de 26 de noviembre de 1997 admitió la validez de la notificación de la convocatoria que se efectuó por debajo de la puerta del domicilio al haber intentado el notificador de forma infructuosa por tres veces practicar la misma. La sentencia dice que, aunque es necesario observar los requisitos de la notificación, debe ponderarse la mala fe en el proceder del notificado o su actitud obstructiva a la práctica de la notificación, ya que en este caso no constaba que el concejal estuviera fuera del domicilio ni tampoco ofreció ninguna explicación razonable por no haber recibido la convocatoria que llegó a su domicilio.

Respecto de la invalidez a que puedan dar lugar las irregularidades en la convocatoria, se ha entendido que no implicaría la nulidad si el acuerdo se adoptó con mayoría suficiente de votos y esta mayoría no se hubiera visto afectada por el voto en contra de los no convocados (STS de 23 de noviembre de 1990). No obstante, resulta inadmisible que el alcalde decida a qué concejales convoca y a cuáles no, ya que ello vulneraría el derecho a la participación en los asuntos públicos.

También se han pronunciado los Tribunales respecto de la convocatoria de las sesiones extraordinarias urgentes en las que, si bien la normativa no establece plazo de antelación para la convocatoria, ello no quiere decir que se pueda convocar con tal rapidez que los miembros de la Corporación tengan dificultades para acudir a la sesión, por lo que si se convocó con menos de dos horas de antelación pudiendo haberse celebrado el Pleno más tarde (al día siguiente, por ejemplo) sin ningún efecto negativo, se aprecia una clara irregularidad en la convocatoria (STS de 20 de mayo de 1998).

13.  SESIONES ORDINARIAS CELEBRADAS EN FECHA DISTINTA

Las sesiones ordinarias son aquellas que tienen una periodicidad preestablecida. El art. 46 de la LBRL establece la periodicidad mínima con la que deben celebrar sesiones ordinarias los Ayuntamientos, dependiendo de su población y el art. 47 del TRRL señala que los días de las reuniones ordinarias serán fijados previamente por acuerdo de la Corporación. Por su parte, el ROF es el que fija el momento en el que debe establecerse la fecha de celebración de las sesiones ordinarias, y esto será en la sesión extraordinaria que habrá de convocarse en los treinta días siguientes al de la sesión constitutiva de la Corporación (arts. 38 y 78).

En ocasiones se dan circunstancias que impiden la celebración de la sesión ordinaria en el día prefijado y surgen dudas sobre cómo actuar, momento al que se debe posponer la aprobación de los asuntos y carácter de la sesión que se celebre con posterioridad.

En primer lugar puede adoptarse la precaución, al fijar la fecha de celebración, de prever para el supuesto de que el día en cuestión resulte inhábil, la posibilidad de pasarla al primer día hábil siguiente, manteniendo su carácter de ordinaria.

Cuando las circunstancias que impiden la celebración de la sesión son otras diferentes al carácter de día inhábil o hábil, siempre que sea necesario posponerla a un día diferente del marcado, el alcalde deberá adoptar acuerdo motivado que exprese las razones por las que ha sido necesario posponer la sesión y la convocará para otro día, en este caso ya con el carácter de extraordinaria, puesto que no responde a una fecha prefijada.

Debe tenerse presente que el Tribunal Supremo ha venido señalando que la falta de convocatoria de sesiones ordinarias limita a los concejales su derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos, ya que no pueden proponer, discutir ni votar acuerdos, reconociendo incluso el derecho de los concejales a que se celebre sesión ordinaria en la fecha preestablecida, aunque no existan asuntos a tratar (SSTS de 5 de junio de 1987 y de 21 de mayo de 1993). Por esta razón debe celebrarse sesión el día fijado aunque no existan asuntos y si existe realmente imposibilidad para celebrar la sesión, deberá celebrarse en día posterior para tratar aquellos asuntos que deberían haberse tratado en la fecha fijada, sin dejar el tratamiento de estos asuntos para la siguiente sesión ordinaria.

No obstante, a pesar de esta idea general de que la sesión celebrada en día distinto, aunque contenga los asuntos que debían ir a la sesión ordinaria, debe tener carácter de extraordinaria, en alguna ocasión el Tribunal Supremo ha ordenado que, al haberse conculcado el derecho fundamental del art. 23 de la CE, debe restablecerse la situación jurídica perturbada, ordenando que se convoque de forma inmediata la sesión ordinaria (STS de 9 de junio de 1988).

14.  PLENO EXTRAORDINARIO SOLICITADO POR UNA CUARTA PARTE DE LOS CONCEJALES: ASUNTOS A INCLUIR EN EL ORDEN DEL DÍA

El art. 46 de la LBRL establece la posibilidad de que las sesiones extraordinarias se convoquen no sólo cuando así lo decida el presidente de la Corporación, supuesto habitual, sino que también da la posibilidad a los miembros de la Corporación de solicitar la convocatoria de un Pleno extraordinario.

Esta solicitud de los concejales obliga al alcalde a celebrar el Pleno solicitado en el plazo de quince días hábiles desde la solicitud, e incluso establece subsidiariamente la convocatoria automática si el alcalde no respeta este plazo.

Para ello el precepto requiere que la solicitud la hagan una cuarta parte, al menos, del número legal de miembros de la Corporación, sin que ningún concejal pueda solicitar más de tres sesiones extraordinarias anualmente. Esto nos lleva a hacer varias consideraciones:

En primer lugar, que se trata de un derecho que el concejal debe ejercer de forma individual y no a través de su grupo político, de forma que el escrito de solicitud no podrá ir firmado por el portavoz en representación de su grupo sino individualmente por cada uno de los concejales solicitantes.

La segunda consideración es que para el cómputo de la cuarta parte del número legal de miembros, la expresión «al menos» lleva a entender que los decimales resultantes al calcular esta cuarta parte habrán de completarse por exceso (hasta llegar al número entero siguiente).

Por último, respecto de la forma de computar el límite de tres sesiones anuales, la mayor parte de la doctrina interpreta que el cómputo del año ha de hacerse a partir del año del mandato, sin tener en cuenta el año natural, de forma que cada concejal podrá solicitar hasta un máximo de tres sesiones extraordinarias en el período de doce meses comprendido entre mayo-junio de un año (fecha habitual de celebración de las elecciones) y mayo-junio del siguiente. De lo contrario, es decir, computando por años naturales ni durante el primer año de mandato ni durante el último se cumpliría lo establecido en la LBRL, porque podrían solicitarse tres sesiones extraordinarias en períodos que no alcanzan el año (primer y último semestre de mandato).

Pero el aspecto que más dificultades plantea es el relativo a los asuntos que se pueden incluir en este Pleno extraordinario solicitado por los concejales. Ya el propio artículo nos dice que los asuntos incluidos en la solicitud no pueden incorporarse al orden del día de un Pleno ordinario ni tampoco celebrar un Pleno extraordinario con más asuntos, a no ser que así lo autoricen los solicitantes de la convocatoria.

La jurisprudencia viene entendiendo de forma reiterada que este derecho de los concejales se deriva, o forma parte, del derecho a participar en los asuntos públicos del art. 23 de la CE, y como tal, protege la participación de los grupos minoritarios de la Corporación y refleja el pluralismo democrático y, en consecuencia, establece de forma reglada cuál debe ser la actuación del alcalde, sin que admita valoraciones del alcalde o de la mayoría municipal (por todas, STS de 9 de diciembre de 2000, que recoge una relación de sentencias al respecto).

Con este planteamiento, los Tribunales han determinado que no cabe negarse a incluir los asuntos solicitados por entender el alcalde innecesaria la deliberación y votación al haber sido resuelto por otras instancias competentes (STSJ de la Comunidad Valenciana de 16 de enero de 1998) o también señalando la obligación del alcalde de convocar la sesión aun cuando el asunto propuesto no sea de competencia de la Entidad (STSJ de La Rioja de 5 de diciembre de 1997).

Sin embargo, la STS de 9 de diciembre de 2000 confirmó la validez de la actuación del alcalde al denegar la convocatoria de Pleno extraordinario, ya que en la cuestión examinada pendían sentencias que aún no habían sido dictadas.

Como síntesis de lo expuesto, podemos señalar que el derecho de los concejales a solicitar y obtener la convocatoria de una sesión extraordinaria de Pleno, está configurado de forma muy amplia -por su conexión con el derecho constitucional de participación en los asuntos públicos- y por tanto, salvo muy contadas excepciones en que esté muy justificada la denegación de la convocatoria, el alcalde viene obligado a efectuar la convocatoria y a incluir los asuntos propuestos, incluso aunque no se trate de competencias del Ayuntamiento o del propio Pleno. En estos casos, durante la celebración del Pleno podrá hacerse constar la falta de competencia o la ilegalidad del acuerdo a adoptar (por el alcalde, concejales o por el secretario que solicite el uso de la palabra conforme al art. 94 del ROF) pero deberá permitirse que el Pleno transcurra normalmente y que el asunto se debata y se vote.

En el supuesto de que se adopte un acuerdo que vulnere de una u otra forma el ordenamiento jurídico deberán utilizarse posteriormente los mecanismos previstos en las normas para declarar su invalidez (recurso de los concejales que votaron en contra, revisión de oficio).

15.  NEGATIVA DE LOS CONCEJALES A APROBAR EL ACTA

Las actas de las sesiones de los órganos colegiados locales se regulan por los arts. 50 y 52 del TRRL y 109, 110 y 198 y siguientes del ROF. De acuerdo con esta regulación resulta que de cada sesión se extenderá acta por el secretario de la Corporación o, en su caso, del órgano correspondiente haciendo constar un contenido mínimo: fecha de comienzo y fin, nombres de los asistentes, asuntos tratados, resultados de las votaciones, carácter ordinario o extraordinario de la sesión, etc. En las sesiones plenarias deberán recogerse sucintamente las opiniones emitidas. Deberán transcribirse al Libro de Actas una vez aprobadas por el Pleno, no siendo válidos los acuerdos no reflejados en el correspondiente Libro de Actas.

El ROF regula en su art. 91 el procedimiento de aprobación del acta de la sesión anterior del Pleno, que debe llevarse a efecto al principio de cada sesión. El alcalde preguntará a los concejales si tienen observaciones que formular al borrador que previamente se hubiera repartido con la convocatoria. Si no las hay se considerará aprobada. Si las hay se debatirán y decidirán las rectificaciones que procedan.

El mismo artículo señala que en ningún caso podrá modificarse el fondo de los acuerdos afectados y sólo cabrá subsanar los meros errores materiales o de hecho.

El problema surge cuando los concejales se niegan a aprobar el acta en su conjunto, exigiendo que el secretario elabore un nuevo documento.

Debe tenerse presente que la redacción del acta, como documento que resume el desarrollo de la sesión y los aspectos más importantes de la misma, le corresponde al secretario. La llamada por el ROF «aprobación» del acta por el Pleno no debe equipararse a la aprobación de cualquier otro asunto del orden del día que conlleva un debate y una votación y que puede resultar no aprobado. Realmente, en lo que se refiere al acta la norma pretende dar un cauce a los concejales para pedir que se refleje algún aspecto concreto de la sesión que no ha sido recogido (determinada intervención, frases o expresiones concretas, la motivación sobre el sentido del voto, errores de transcripción o numéricos, etc.). También parece que cabría solicitar que se incorporen aspectos del contenido mínimo si estos se hubieran omitido. Respecto de estas peticiones dice el ROF que se «debatirán y decidirán las rectificaciones que procedan», por lo que en caso de desacuerdo habría que someter a votación si se admite la rectificación.

Como es obvio, sólo podrán pedir rectificaciones los concejales presentes en la sesión a la que corresponde el acta, salvo que se tratara de omisión del contenido mínimo.

Al margen de estas rectificaciones, el precepto no habilita al Pleno para rechazar en bloque el acta argumentando que no está bien elaborada, que se pretende otra redacción, otra estructura, etc., o incluso, como ocurre en ocasiones, por el resultado de una votación, sin que exista un motivo concreto.

Si ocurriera esto el secretario deberá solicitar del alcalde el uso de la palabra para explicar el sentido de la aprobación en los términos que hemos indicado, y si a pesar de ello el Pleno reiterara la no aprobación del acta, el secretario deberá dejar constancia de tal extremo en el acta de la nueva sesión. Respecto del borrador de la anterior, lo procedente sería que dejara constancia a través de una diligencia de la falta de aprobación y la transcribiera posteriormente al Libro de Actas junto con la indicada diligencia.

16.  ORDEN DEL DÍA DE LAS SESIONES DEL PLENO: PARTE RESOLUTIVA Y PARTE DE CONTROL

Con la reforma de la LBRL por la Ley 11/1999, de 21 de abril, las comisiones informativas, además de ser órganos de estudio y dictamen, pasaron a tener también funciones de seguimiento de la gestión del alcalde, la Junta de Gobierno Local y los concejales que ostenten delegaciones. El Pleno, por su parte, sigue manteniendo la función de control y fiscalización de todos los órganos de gobierno de la Corporación.

La legislación de régimen local establece una serie de mecanismos o procedimientos de control: requerimiento de presencia de miembros corporativos que ostenten delegaciones, ruegos y preguntas, cuestión de confianza, moción de censura.

Estas fórmulas de control se limitan a la obtención de información o al posicionamiento del controlador en relación con la actuación del controlado, pudiendo producir efectos jurídicos como la destitución del controlado (moción de censura o cuestión de confianza) aunque no impliquen la revisión de la legalidad o de la actividad sometida a control.

El art. 46 de la LBRL señala que en los Plenos ordinarios la parte dedicada al control de los demás órganos de la Corporación deberá presentar sustantividad propia y diferenciada de la parte resolutiva, debiéndose garantizar de forma efectiva la participación de todos los grupos municipales en la formulación de ruegos, preguntas y mociones. Para las sesiones de las comisiones informativas nada dice la LBRL aunque cabe seguir este mismo criterio en aplicación del art. 138 del ROF, ya que en todo lo no expresamente previsto se regirán por las reglas de funcionamiento del Pleno.

En aplicación de este mandato del citado art. 46 la colocación de los asuntos del orden del día deberá separar de un lado la parte resolutiva, que habitualmente va en primer lugar -aprobación del borrador del acta de la sesión anterior y relación de asuntos sobre los que ha de pronunciarse el Pleno, incluidos los asuntos urgentes en las sesiones ordinarias a los que el ROF también llama mociones-, y de otro la parte de control, en la que deberán incluirse, la dación de cuenta de las resoluciones de la Alcaldía, los ruegos, preguntas, mociones, etc.

17.  EL VOTO DE CALIDAD DEL ALCALDE NO CABE EMPLEARLO EN SUPUESTOS DE MAYORÍA ABSOLUTA

El art. 100.2 del ROF, al hablar del funcionamiento del Pleno señala que cuando el resultado de las votaciones sea un empate, se efectuará una nueva votación y si persistiera el empate decidirá el voto de calidad del presidente.

Este artículo es aplicable únicamente a aquellos supuestos en que se requiera mayoría simple y no cuando sea necesaria mayoría absoluta.

Efectivamente, la mayoría simple existe cuando los votos afirmativos son más que los negativos. En el caso de que tras la votación se computen los mismos votos afirmativos que negativos, se procederá a una nueva votación y si se mantiene el mismo número de votos afirmativos que negativos, el sentido del voto del presidente o alcalde decidirá el sentido del acuerdo, entendiéndose deshecho el empate.

Sin embargo, en el caso de la mayoría absoluta, para entender adoptado el acuerdo es necesario que los votos afirmativos sean más de la mitad del número legal de miembros de la Corporación. Por ejemplo, en las Corporaciones de nueve miembros se requieren cinco votos; en las de siete, cuatro; en las de cinco, tres (el decimal resultante de hallar la mitad del número de miembros en las Corporaciones impares, debe eliminarse por exceso hasta completar el siguiente número entero). En estos supuestos no puede producirse un empate. Habrá mayoría absoluta o no la habrá, por lo que no cabe aplicar el voto de calidad del alcalde.

18.  VICIOS DE COMPETENCIA ENTRE ALCALDE Y PLENO

Con cierta frecuencia -y sobre todo en municipios pequeños- el alcalde pasa a la decisión del Pleno, materias que la ley le atribuye a él, buscando una decisión colegiada sobre cuestiones de especial trascendencia. Se suscita entonces el problema de determinar el grado de invalidez del acuerdo adoptado por el Pleno, siendo este órgano incompetente, ya que no existe la posibilidad legal de que el alcalde efectúe delegaciones en el Pleno.

La LRJ-PAC atribuye la nulidad radical sólo a los actos dictados por órgano manifiestamente incompetente por razón de la materia o del territorio, dejando la incompetencia jerárquica bajo la sanción de simple anulabilidad, y estableciendo expresamente en este último supuesto que el acto viciado pueda ser convalidado por el órgano competente cuando sea superior jerárquico del que dictó el acto viciado.

Trasladando estos razonamientos al ámbito de las competencias entre el alcalde y el Pleno, debe decirse que no existe una relación jerárquica entre alcalde o Pleno, aunque tampoco la competencia se atribuye en función de un criterio material (es decir, diferenciando ámbitos materiales distintos para cada órgano) sino que más bien existe entre Pleno y alcalde una relación competencial que se ha dado en llamar de grado sobre una misma materia (contratación hasta determinada cuantía, enajenación de bienes hasta determinada cuantía).

De acuerdo con lo anterior, ha venido entendiéndose que la actuación del Pleno sobre una materia competencia del alcalde, comportaría la anulabilidad del acto y ello en base al principio de interpretación restrictiva del ámbito de la nulidad radical. Conforme a ello, estos actos serían convalidables.

No obstante, la jurisprudencia no ha sido uniforme. Así, la STS de 7 de diciembre de 2000 declaró la nulidad de un acto de concesión de licencia por parte del Pleno, mientras que la STS de 21 de septiembre de 1993 otorgó validez a un acuerdo adoptado por órgano colegiado porque el voto del alcalde, órgano competente, había sido favorable.

19.  LAS COMISIONES INFORMATIVAS EN MUNICIPIOS DE MENOS DE CINCO MIL HABITANTES

El art. 82 del ROF, al regular el funcionamiento del Pleno establece que en el orden del día sólo pueden incluirse los asuntos que hayan sido previamente dictaminados, informados o sometidos a consulta de la Comisión Informativa que corresponda. El mismo artículo permite, a continuación, que el alcalde pueda incluir en el orden del día asuntos que no hayan sido dictaminados por la respectiva Comisión Informativa, aunque de forma excepcional y cuando existan razones de urgencia debidamente motivada, requiriéndose la ratificación por el Pleno de la inclusión en el orden del día, por mayoría simple.

Esta obligatoriedad del dictamen de las comisiones informativas fijada por el ROF, debe ponerse en relación con lo establecido en el art. 20 de la LBRL, que en una redacción posterior al ROF (proviene de la modificación producida por la Ley 11/1999, de 21 de abril) no recoge como órganos necesarios las comisiones informativas en los municipios de menos de cinco mil habitantes, sino que determina que sólo cuando lo disponga el Reglamento Orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán estos órganos cuyo objeto es el estudio, informe o consulta de los asuntos que deban ser sometidos al Pleno.

Únicamente será obligatoria en todos los municipios la Comisión Especial de Cuentas prevista en el art. 116 de la LBRL, a cuyo informe se someterán las cuentas anuales de la Entidad.

Conjugando lo establecido en una y otra norma debe partirse del hecho de que las comisiones informativas son órganos complementarios o de carácter voluntario en los municipios de menos de cinco mil habitantes porque así lo establece la legislación básica, si bien cuando existan les corresponde el informe de los asuntos que vayan al Pleno.

Si un Ayuntamiento de menos de cinco mil habitantes opta por no crear comisiones informativas, en ningún caso le será de aplicación el art. 82 del ROF, por lo que los asuntos irán al Pleno en forma de propuesta del alcalde y sin dictamen ninguno. No obstante, en estos municipios deberá existir siempre la Comisión Especial de Cuentas.

En el supuesto de que el Ayuntamiento cree determinadas comisiones informativas, ya sean permanentes o especiales, pero sin que lleguen a cubrir todo el ámbito de los asuntos municipales, parece lógico entender que será preceptivo el dictamen correspondiente en aquellos asuntos que caen bajo el ámbito de actuación de la Comisión, y no lo será, sin embargo, en aquellos otros asuntos en que, por razón de la materia, no es competente ninguna Comisión de las creadas.

La omisión del informe preceptivo de la Comisión Informativa ha sido considerada por el Tribunal Supremo como una vulneración del derecho fundamental a participar en asuntos públicos del art. 23 de la CE (SSTS de 1 de abril de 2003 y 7 de octubre de 2003).

La STS de 29 de diciembre de 2003 declara nulo un acuerdo por no haber sido dictaminado previamente por la Comisión Informativa correspondiente ya que, pese a que el dictamen no tiene carácter vinculante, se entiende vulnerado el derecho fundamental a la participación en asuntos públicos.

No obstante, cuando el recurso no ha sido planteado por los concejales como una vulneración de su derecho a participar en asuntos públicos, sino como un defecto de procedimiento, los Tribunales han entendido que la falta del dictamen no comporta la nulidad de Pleno derecho del acto sino la mera anulabilidad. Así lo indica, por ejemplo, la STS del Principado de Asturias de 2 de junio de 2004, señalando que no se ha prescindido total y absolutamente del procedimiento.

20.  PROPORCIONALIDAD EN LA COMPOSICIÓN DE LAS COMISIONES INFORMATIVAS

El art. 20.1 c) de la LBRL señala que todos los grupos políticos tendrán derecho a participar en las comisiones informativas, aunque no las denomine así, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos y en proporción al número de concejales que tengan en el Pleno.

El art. 125 del ROF indica que en el acuerdo plenario de creación de las comisiones informativas se establecerá la composición de cada una, es decir, se determinará el número de concejales que las forman y cuántos corresponden a cada grupo político. Será después cuando cada grupo político, mediante escrito de su Portavoz dirigido al alcalde, concretará qué concejales de su grupo se integran en los puestos que les corresponden.

A la vista de esta regulación se han planteado diversos problemas en los Ayuntamientos relativos a la forma de asegurar esta proporcionalidad. Podemos resumirlos en los siguientes:


	
A) Posibilidad de asegurar la proporcionalidad mediante el voto ponderado, es decir, admitiendo a un único representante de cada grupo político y atribuyendo al voto de cada uno un valor diferente, en función de la mayor presencia que su grupo tenga en el Pleno. Esta solución ha sido rechazada por la jurisprudencia (SSTS de 30 de noviembre de 1995 y de 8 de febrero de 1999) por entender que la regulación del voto ponderado desborda la potestad de autoorganización del Ayuntamiento y que, aunque se alcance la proporción en el aspecto funcional, no responde esta proporcionalidad a la estructura y composición del órgano. No obstante, en determinadas Comunidades Autónomas como Cataluña, la normativa de régimen local admite esta posibilidad. 

	
B) Número de concejales de cada Comisión. Este número lo fija libremente el Pleno, y variará dependiendo del número de concejales que tenga cada Corporación, aunque como órgano colegiado no podrá ser inferior a tres. Deberá reproducirse en la medida de lo posible la estructura política del Pleno, aunque con un margen de flexibilidad ya que la proporción aritmética es difícil de alcanzar. Además debe buscarse un tamaño adecuado para que la comisión no resulte demasiado similar al Pleno. 

	
C) Cuando los grupos políticos están formados por un único concejal, éste tiene derecho a formar parte de todas las comisiones informativas. Así lo ha reconocido el Tribunal Supremo en la sentencia de 17 de diciembre de 2001, que cambia el criterio respecto de otras anteriores y sienta esta conclusión por entender que no puede privarse al grupo político con un solo concejal de la primera fase de estudio de un asunto, que es la que tiene lugar en la Comisión Informativa y por ello el principio de proporcionalidad debe ceder en este caso a favor del principio de respeto a las minorías. 



21.  POSICIÓN DEL ALCALDE COMO MIEMBRO DE LAS COMISIONES INFORMATIVAS

Al margen de la regla de la proporcionalidad en la composición de las comisiones informativas que establece expresamente el art. 20 de la LBRL, las reglas sobre composición concreta de las comisiones informativas se recogen en el art. 125 del ROF, y son, por tanto, aplicables en defecto de regulación expresa en el Reglamento Orgánico de la Corporación.


	
1. Una de estas reglas es que el alcalde o presidente de la Corporación es el presidente nato de todas las comisiones informativas, aunque pueda delegar la Presidencia. Una primera consecuencia de esta regla es que si el alcalde se mantiene en la Presidencia de las comisiones informativas -no haciendo uso de la posibilidad de delegación- consume puesto correspondiente a su grupo político. Es decir, que si en el acuerdo de creación de las comisiones se ha determinado, por ejemplo, que el grupo político del alcalde tenga tres miembros en la comisión correspondiente, uno de ellos se entiende que es el alcalde. 

	
2. El alcalde puede delegar la Presidencia de la Comisión Informativa en cualquier miembro de la Corporación, a propuesta de la propia Comisión y tras la correspondiente votación efectuada en su seno. La STS de 24 de septiembre de 2007 anuló el acuerdo de una Corporación que, al crear las comisiones informativas, estableció que la Presidencia recayera en aquel de sus miembros que eligieran sus integrantes por entender que la delegación es una facultad del alcalde y no algo que le viene impuesto desde el Pleno. En el otro extremo, la STS de 14 de abril de 1993 anuló la delegación de la Presidencia por el alcalde directamente en un concejal de su confianza, al no haber recabado la propuesta de la propia Comisión Informativa, tras una elección en el seno de la misma. 



Una vez producida la delegación, el alcalde ya no puede formar parte de la Comisión Informativa como un miembro más de su grupo y al margen de la Presidencia. Ello es así porque la norma ha querido que si el alcalde participa en las comisiones, lo haga en el puesto que corresponde a su cargo, como cabeza y representante de la Corporación municipal, y por tanto presida y dirija las comisiones. Únicamente cabría, en su caso, una revocación de la delegación que le permita al alcalde nuevamente actuar como presidente.

22.  POSIBILIDAD DE CELEBRAR COMISIÓN INFORMATIVA EL MISMO DÍA EN QUE SE CELEBRE EL PLENO

Los asuntos que vayan a tratarse en un Pleno deben estar previamente dictaminados por la correspondiente Comisión Informativa, salvo que ésta no exista por tratarse de un municipio de población inferior a cinco mil habitantes. Excepcionalmente, el art. 82 del ROF permite al alcalde incluir en el orden del día, siempre que existan razones de urgencia debidamente motivada, asuntos que no hayan sido previamente informados por la respectiva Comisión, pero en este supuesto no podrá adoptarse acuerdo alguno sin que el Pleno ratifique su inclusión en el orden del día.

Dado que las comisiones informativas pueden celebrar sesiones ordinarias, con la periodicidad que acuerde el Pleno en el momento de constituirlas, y también sesiones extraordinarias o urgentes (art. 134 del ROF), lo habitual es que antes de la celebración de los Plenos ordinarios, esté prevista la celebración de las sesiones ordinarias de las correspondientes comisiones informativas y que con antelación a las sesiones extraordinarias de Pleno se convoquen las correspondientes comisiones informativas extraordinarias.

Las dudas se plantean ante el supuesto, no infrecuente, de que por razones diversas la Comisión Informativa que deba dictaminar asuntos incluidos en el orden del día del Pleno, se celebre el mismo día del Pleno o un día antes.

En este supuesto se cumple el requisito de que el asunto vaya dictaminado por la Comisión Informativa correspondiente, sin embargo la documentación de tales asuntos no ha estado a disposición de los concejales desde el día mismo de la convocatoria del Pleno tal y como preceptúa el art. 84 del ROF.

Debe tenerse presente que, siguiendo lo establecido en el art. 81 del ROF, la convocatoria de la sesión da lugar a un expediente en el que debe constar la relación de expedientes conclusos que la Secretaría prepare y ponga a disposición de la Alcaldía. Un expediente está concluso cuando se le incorpora el dictamen correspondiente de la Comisión Informativa y no antes (arts. 172 a 177 del ROF). De acuerdo con ello, en el momento de la convocatoria de la sesión ya debe haberse reunido y dictaminado la Comisión Informativa correspondiente.
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